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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a:

1º - Acreditar para próximos vencimientos del Impuesto Inmobiliario Rural, los pagos efectuados por ese concepto correspondientes al año 2002 por productores contribuyentes que fueran destinatarios de las disposiciones de los Artículo 3º y 6º del Decreto 3899/02.-

2º - Incluir a los Distritos de Chovet y Cañada del Ucle, en el Dpto. Gral. López, y Bombal, en el Dpto. Constitución, en los alcances de los Artículos 3º y 6º del Decreto 3899/02.-

Señor Presidente:

El 05-02-02 ingresábamos el Expte. 9270-BS, por el que solicitábamos “declarar Zona de Desastre Agropecuario a los Distritos del Dpto. Gral. López (Firmat, Chovet), Caseros (Bigand) y Constitución (Bombal) que se vieron afectados por el meteoro del pasado 30 de enero, otorgando los beneficios previstos en la Ley 11.297”; “gestionar ante las instituciones bancarias la concesión de prórrogas especiales de los plazos para el cumplimiento de las obligaciones contraidas por los productores afectados, así como el otorgamiento de créditos especiales”; y “tramitar ante el Poder Ejecutivo Nacional la misma declaratoria en el marco de la Ley Nacional 22.913”.-

Entonces y entre otras cosas, argumentábamos que:

“El 30 de enero, los Distritos mencionados en el Punto 1º del presente se vieron afectados por una fuerte tormenta de agua, granizo y viento que perjudicó seriamente los cultivos tanto de granos como de pasturas de la zona rural.-

Tan grave fue, que los memoriosos no recuerdan una tormenta así en los últimos 50 años.-

Un relevamiento de Agricultores Federados con asiento en Firmat da cuenta que casi el 50% de las tierras (unas 10.000 hectáreas) del Distrito fue afectado por el meteoro, estimándose que las pérdidas en la producción superan el 60% para el maíz, siendo totales para la soja.-

Si las diez mil hectáreas afectadas en el Distrito Firmat, fueran totalmente de soja, a un promedio de rinde modesto de 3.000 kgrs. la hectárea, a valor de mercado de hoy implicaría una pérdida que rondaría los siete a ocho millones de pesos, lo que dimensiona por sí el impacto negativo en la realidad socio-económica del Distrito, a lo que habría que agregar los demás Distritos afectados.-

El marco legal:

La respuesta del Gobierno a estas cuestiones están previstas en la Ley 11.297, que crea la Comisión Provincial de Emergencia Agropecuaria, la que tiene como facultad “proponer al Poder Ejecutivo Provincial … la declaración de Emergencia Agropecuaria, o Zona de Desastre, en áreas territoriales determinadas a nivel de Distrito, cuando factores de origen climático, telúrico, biológico o físico, que no fueran previsibles, o siéndolos, fueran inevitables, por su intensidad o carácter extraordinario, afectaren la producción o la capacidad de producción de una región, dificultando gravemente la evolución de las actividades agrarias y el cumplimiento de las obligaciones crediticias, fiscales o el pago de contribuciones” (Inc. a) del  Art. 5º).-

Asimismo, es facultad de la citada Comisión “gestionar … ante las instituciones bancarias, la concesión de prórrogas especiales de los plazos para el cumplimiento de las obligaciones contraidas por los productores afectados por la emergencia o desastre, así como el otorgamiento de créditos especiales”, e “informar a los organismos competentes del Poder Ejecutivo Nacional de las declaraciones de Zonas de Emergencia Agropecuaria o de Desastre dispuestas por el Poder Ejecutivo de la Provincia y gestionar los beneficios establecidos por la Ley 22.913 para las áreas involucradas”. (Inc. e) y f) del art. 5º).-

El Departamento Ejecutivo Municipal y el HCM de la Ciudad de Firmat ya se expidieron sobre el particular declarando Zona de Desastre Agropecuario al Distrito. Entendemos entonces, que se ha cumplido con la imposición del Art. 6º de la Ley 11.297, por lo que es procedente desde todo punto de vista, establecer la declaratoria solicitada.-

La iniciativa fue aprobada por unanimidad en la sesión del 09-02-02, y el 20-06-02, el Poder Ejecutivo dictó el Decreto 1333/02 declarando “en situación de emergencia agropecuaria desde el 1º de febrero del año 2002 hasta el 31 de julio del año 2002, a las explotaciones agropecuarias afectadas por tormentas de lluvias, viento y granizo”, a cuyos productores se les prorrogó los vencimientos de las cuotas 1 y 2 del Impuesto Inmobiliario Rural hasta septiembre y octubre de este año, respectivamente.-

Sin soslayar que el reclamo de los productores agropecuarios afectados como de las autoridades locales y de la Cámara de Diputados era la declaratoria de “Desastre” y no de “Emergencia”, no se puede desconocer que el Decreto del Poder Ejecutivo colaboró mínimamente ante el considerable deterioro que sufrieron las tierras afectadas que no sólo disminuyó considerablemente el rinde de las plantaciones de maíz, sino que hizo que muchas explotaciones implantadas con soja no produjeran absolutamente nada.-

Como en septiembre y octubre, meses en los que vencían las prorrogadas cuotas 1 y 2 del Impuesto Inmobiliario, se sumarían los vencimientos en el último cuatrimestre del año de las cuotas 3 y 4, el 17-07-02 presentamos el Expte. 9929-BS por el que solicitábamos prorrogar los alcances del Decreto 1333/02 hasta marzo del 2003, y prorrogar para el presente año 2003 las cuatro cuotas del Impuesto Inmobiliario Rural 2002, para que con el producto de la próxima cosecha, los productores puedan hacer frente a dichas obligaciones.-

Y prorrogar por otros 180 días a partir del 31 de marzo del 2003, la suspensión, “de acuerdo a lo establecido en el artículo 10, inciso b) de la Ley 11.297”, de la iniciación de los juicios o acciones administrativas iniciados por el cobro de impuestos.-

El Poder Ejecutivo respondió parcialmente con el dictado del Decreto 2379/02, prorrogando hasta el 31-10-02 la declaratoria de situación de emergencia agropecuaria, y luego, el día 30-12-02 dicta el Decreto 3899/02, por el que declara “en situación de desastre agropecuario, desde el 1º de noviembre de 2002 hasta el 30 de abril de 2003, a las explotaciones agropecuarias afectadas por fuertes tormentas de viento, lluvia, granizo y anegamientos temporarios, de aquellos productores que de acuerdo con lo establecido en el artículo 9º inc. b) de la Ley Nº 11.297, que puedan acreditar pérdida de producción o capacidad de producción de más de un 80% en sus establecimientos que se encuentran ubicados en los Distritos: … Firmat …” (Art. 3º).-

Mas allá que resulta tan incomprensible como desprolijo el accionar del Poder Ejecutivo que los efectos de un mismo hecho meteorológico como el del 30 de enero del 2002 merezca en primera instancia una declaratoria de “emergencia agropecuaria” (Decreto 1333/02) y luego una de “desastre agropecuario” (Decreto 3899/02), lo que señala claramente la arbitrariedad con que habitualmente se conducen los negocios públicos santafesinos, se impone peticionar se incluyan en los alcances del citado Decreto, todos los Distritos que sufrieron las mismas consecuencias del meteoro, y no sólo el de Firmat, aunque se reconozca que fue el que más trabajó, con el Intendente y el Comité de Emergencia a la cabeza, para lograr la citada declaratoria.-

Por otra parte, el Artículo 6º de la citada norma legal dispone que “los productores comprendidos en el artículo 3º - desastre agropecuario -, contarán con la asistencia prevista por Ley Nº 11.297 en su artículo 11, inciso a) y b). A tales efectos el alcance del inciso a) citado comprenderá los impuestos devengados hasta la fecha de finalización de dicha situación”.-

Ello implica que las cuotas del Impuesto Inmobiliario Rural 2002 cuyos vencimientos fueran postergados a raíz de la declaratoria de “emergencia agropecuaria” (Decreto 1333/02), pasan ahora a ser condonadas producto de la declaratoria de “desastre agropecuario” (Decreto 3899/02).-

Realizada una consulta telefónica a la Administración Provincial de Impuestos, se nos informó que a aquellos productores agropecuarios que hubieran pagado todas o algunas cuotas del Impuesto Inmobiliario Rural 2002 y cuyas propiedades quedan ahora incluidas en los alcances del Decreto 3899/02, no se les reintegrará ni acreditará lo ya pagado, lo que a nuestro criterio implica un claro acto de injusticia y discriminación, por lo que solicitamos sean acreditados dichos importes para futuros vencimientos del mismo Impuesto.-

Dada la razonabilidad de lo peticionado, descontamos el acompañamiento de nuestros pares a la presente iniciativa.-
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